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Santiago, 5 de diciembre de 2017.





Mediante Oficio N° 13.603, de fecha 7 de noviembre de 2017, conforme a lo dispuesto por los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el Presidente de la Cámara de Diputados, don Fidel Espinoza Sandoval, puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema el proyecto de ley, iniciado a través de Mensaje de S.E., que crea el Servicio de Empresas Públicas y perfecciona los gobiernos corporativos de las empresas del Estado y de aquellas en que éste tenga participación (Boletín N° 11.485-05).






Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión de 1 de diciembre del actual, presidida por el subrogante señor Milton Juica Arancibia y con la asistencia de los Ministros señores Héctor Carreño Seaman y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun y María Eugenia Sandoval Gouët, señores Lamberto Cisternas Rocha y Ricardo Blanco Herrera, señoras Gloria Ana Chevesich Ruiz y Andrea Muñoz Sánchez y señores Carlos Cerda Fernández, Manuel Valderrama Rebolledo y Arturo Prado Puga, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

AL SEÑOR 

FIDEL ESPINOZA SANDOVAL

PRESIDENTE 

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO 

 “Santiago, cuatro de diciembre de dos mil diecisiete.


Visto y teniendo presente:
 
Primero: Que mediante Oficio N° 13.603, de fecha 7 de noviembre de 2017, conforme a lo dispuesto por los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el Presidente de la Cámara de Diputados, don Fidel Espinoza Sandoval, puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema el proyecto de ley, iniciado a través de Mensaje de S.E., que crea el Servicio de Empresas Públicas y perfecciona los gobiernos corporativos de las empresas del Estado y de aquellas en que éste tenga participación (Boletín N° 11.485-05).
 
Segundo: Que el proyecto de ley consta de 49 artículos permanentes, agrupados en cinco títulos, y 8 disposiciones transitorias, consultándose únicamente la norma contenida en su artículo 49 N° 4. 

 
De acuerdo con el Mensaje, un buen gobierno corporativo es clave para optimizar el desempeño de las empresas del Estado, maximizar su valor económico, velar por su viabilidad financiera, actuar bajo estrictas normas de integridad y cumplir con los fines que le han sido encomendados. Para ello –señala-, es necesario dotar al conjunto de las empresas del Estado de un marco institucional que les permita enfrentar los desafíos para su desarrollo, mejorando su desempeño. 

 
Este proceso, se considera enmarcado en la lógica de una modernización del Estado, que impediría, por ejemplo, que se generen incentivos perversos derivados de la falta de definición clara de la función pública, que faciliten la invocación de razones asociadas al cumplimiento de dicha función como explicación de malos resultados económicos de las empresas que no tienen otro origen que una gestión ineficiente. Se permitiría, así, reducir los “problemas de agencia” derivados de las distintas funciones y multiplicidad de objetivos existentes en el sector público. 

 
Además de estos problemas, existe una serie de factores que contribuyen a acrecentar el problema de gestión. Tales son, por ejemplo, el disperso entramado legal que rige a las empresas públicas; la poca uniformidad y coherencia en algunas materias, la falta de un marco normativo eficaz; la difusa concepción de la responsabilidad en la gestión y los conflictos de interés que se suscitan en el Ejecutivo producto de la concurrencia de un doble rol que el Estado juega en este tipo de empresas (representante y regulador). 

 
Para esto, el proyecto pretende cumplir con las Directrices de la OCDE sobre Gobiernos Corporativos de las Empresas Públicas, que instan a profesionalizar el Estado como propietario de empresas y a otorgarle herramientas de control sobre ellas, a fin de velar por el interés del conjunto de la ciudadanía, y de ejercer una gobernanza de las empresas de forma transparente, responsable, eficiente y eficaz. 

 
En suma, el proyecto pretende crear el Servicio de Empresas Públicas (SEP) como un servicio público descentralizado, de carácter técnico, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacione con el Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda, y cuya función sea velar por una gestión eficiente, eficaz y transparente de las empresas del Estado y aquellas en que éste tenga participación mayoritaria a través del Fisco o CORFO. 

 
Tercero: Que Las Directrices de la OCDE sobre el Gobierno Corporativo de las Empresas Públicas
 responden a dos retos principales. Por una parte, el de “encontrar el equilibrio entre la responsabilidad del Estado de ejercer activamente sus funciones de propiedad, (…) y al mismo tiempo abstenerse de realizar interferencias políticas indebidas en la gestión de la empresa”,
 como el de “garantizar iguales condiciones para todos en los mercados en los que las empresas privadas pueden competir con las empresas públicas, así como que los gobiernos no distorsionen la competencia a la hora de utilizar sus poderes regulatorios o de supervisión”.
 

 
Lo anterior, sin desconocer que las empresas públicas deben enfrentar dificultades propias del gobierno corporativo. “Una de ellas es que las empresas públicas pueden sufrir tanto por un intervencionismo indebido y por unas interferencias de la propiedad por motivaciones políticas como por una propiedad totalmente pasiva o distante por parte del Estado. También se puede producir una dilución de la responsabilidad. (…) Lo que es más importante, las dificultades de gobierno corporativo derivan del hecho de que la responsabilidad por los resultados de las empresas públicas conlleva una compleja cadena de agentes (la administración, el Directorio, entidades propietarias, ministerios, el gobierno), sin claros y fácilmente identificables, o remotos, principales a los que rendir cuentas. [Así] Organizar esta compleja red de responsabilidades con el fin de garantizar la adopción de decisiones eficientes y un buen gobierno corporativo constituye un reto”.
 

 
Por su parte, la Organización de Naciones Unidas también hizo públicos los denominados “Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos”,
 instrumentos que se basan en el reconocimiento de tres elementos:
- Las actuales obligaciones de los Estados de respetar, proteger y cumplir los derechos humanos y las libertades fundamentales;
- El papel de las empresas como órganos especializados de la sociedad que desempeñan funciones especializadas y que deben cumplir todas las leyes aplicables y respetar los derechos humanos; y
- La necesidad de que los derechos y obligaciones vayan acompañados de recursos adecuados y efectivos en caso de incumplimiento.
 
Estos principios se aplican a todas las empresas, con independencia de su tamaño o sector, propietarios o estructura, razón por la que son aplicables también a las empresas del Estado. Asimismo, su instauración debe entenderse como “un todo coherente y ser interpretados, individual y colectivamente, en términos de su objetivo de mejorar las normas y prácticas en relación con las empresas y los derechos humanos a fin de obtener resultados tangibles para las personas y las comunidades afectadas, y contribuir así también a una globalización socialmente sostenible”.
 

 
El conjunto de estos instrumentos permite identificar una serie de formulaciones orgánicas y sustanciales que deben guiar el funcionamiento de las empresas, en este caso, del Estado. 

 
En conformidad con ello, a continuación se analizará el contenido del proyecto de ley en estudio, enfatizando en el artículo consultado, pero refiriéndose también a otras disposiciones no incluidas en ella, con un foco en los instrumentos recién individualizados. 

 
Cuarto: Que La Ley N° 20.880, que entró en vigencia el 3 de septiembre de 2016, vino a desarrollar, en un solo cuerpo normativo y de manera sistémica, la regulación del deber de prestar declaraciones de intereses y patrimonio, que con anterioridad se hallaba contenido principalmente en la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, así como en cuerpos legales sectoriales de diversos órganos y servicios, tales como la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; el Código Orgánico de Tribunales; la Ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional; la Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público; el Decreto Ley 211; la Ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones; y la Ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales. 

 
La regulación que la Ley N° 20.880 da a este instituto, se halla diferenciada en dos grupos distintos de sujetos obligados. 
 
Por una parte, el capítulo 1° del título II, concretamente su artículo 4°, singulariza a numerosos sujetos obligados, que se refieren a las autoridades del Ejecutivo (ministerios, intendencias, gobernaciones, funciones diplomáticas y consulares, entre otras); de órganos legalmente autónomos (como el Consejo de Defensa del Estado, el Consejo para la Transparencia y el INDH, la Defensoría Penal Pública, entre otros); del ámbito municipal y regional (Alcaldes, concejales y consejeros regionales); de las empresas públicas creadas por ley y sociedades en que el Estado tenga participación accionaria; del ámbito de la fiscalización; de fundaciones y corporaciones ligadas a la Presidencia de la República; de las directivas de universidades del Estado; y de funcionarios de planta y a contrata, así como quienes presten servicios a honorarios, hasta el tercer nivel jerárquico de la Administración del Estado.   
 
Como es dable observar de la disposición arriba anotada, en la actualidad los directores y gerentes de las empresas que caen dentro del ámbito de aplicación del proyecto en estudio, ya tienen el deber de prestar estas declaraciones, de modo que se hace innecesaria su mención en la iniciativa.
 
Por otra parte, el Capítulo 3° del referido título II (artículos 14 a 22 de la ley), establece otro grupo de sujetos obligados a las declaraciones de patrimonio e intereses, cuya característica esencial radica en que gozan de autonomía constitucional (salvo el caso del Tribunal de Contratación Pública), fijando un sistema especial de sanción por el incumplimiento de tales deberes, que en general hace radicar en el propio órgano la determinación de la sanción respectiva. En este grupo de sujetos obligados destacan, entre otros, los Senadores y Diputados, los fiscales del Ministerio Público, los jueces de tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial, los ministros del Tribunal Constitucional, los consejeros del Banco Central y las más altas autoridades de la Contraloría General de la República.   
 
Es en el marco de este grupo de sujetos obligados que se enmarca la modificación planteada por el numeral 4) del artículo 49 del proyecto de ley en comento, incorporando a la Ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, un nuevo artículo 22 bis, del siguiente tenor:
 
“Artículo 22 bis.- Los miembros del Consejo del Servicio de Empresas Públicas deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5, 6, 7 y 8.
 
Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Servicio de Empresas Pública. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviere por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.
 
El procedimiento podrá iniciarse por el Consejo del Servicio de Empresas Públicas de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará conforme a las reglas de la sana crítica. El Consejo deberá adoptar la decisión final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.
 
En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Presidente del Consejo, ante la Corte de Apelaciones de Santiago, por escrito, en el plazo de diez días hábiles contados desde la fecha de notificación de la decisión a que se refiere el inciso anterior, señalando los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se someten a la resolución del Tribunal.
 
La Corte de Apelaciones declarará inadmisible la reclamación que no cumpla con las condiciones señaladas en el inciso precedente. En caso contrario, dará traslado de ésta al Presidente del Consejo por seis días hábiles, notificando esta resolución por oficio.
 
Evacuado el traslado, o acusada la rebeldía, la Corte dispondrá, si lo estima procedente, la apertura de un término de prueba, el cual no podrá exceder de diez días hábiles, y dictará sentencia, en cuenta o previa vista de la causa, en el término de quince días hábiles, la cual podrá ser apelada para ante la Corte Suprema dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación. La apelación será conocida en la forma prevista en los incisos anteriores y gozará de preferencia para su vista y fallo.”.
 
Quinto: Que en términos orgánicos y sistémicos, la incorporación de los Consejeros del SEP en el referido título de la Ley N° 20.880 parece, en este contexto, en principio adecuada en atención al nivel de autonomía con que se prevé la naturaleza y conformación del Servicio de Empresas Públicas que consagra el artículo 1 de la iniciativa, y con el nivel que exige y se nombra a los Consejeros (designación Presidencial con acuerdo del Senado) y la intensidad de las funciones que éstos tienen en relación a las empresas sometidas al proyecto. 

 
La redacción empleada por los tres primeros incisos del nuevo artículo 22 bis de la Ley N° 20.880, constituyen el símil de las normas contenidas en el mismo título, aplicables a los senadores y diputados (arts. 14 y 15), para los sujetos obligados del Poder Judicial (art. 16), para los Fiscales del Ministerio Público (art. 17), los jueces de los tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial (art. 18), los Ministros del Tribunal Constitucional (art. 19), los miembros del Banco Central (art. 20), el Contralor General de la República (art. 21) y los miembros de la Directiva Central de los Partidos Políticos (art. 22), en orden a: (i) consagrar el deber de prestar las declaraciones de patrimonio e intereses en forma completa y exacta; (ii) en caso de incumplir este deber, será apercibido para la realización o rectificación de la misma dentro de diez días, pasado los cuales se hace efectiva una multa de 5 a 50 UTM, impuesta por el respectivo órgano del cual forma parte el infractor; (iii) la multa se reitera por cada mes adicional de retardo; (iv) si el retardo cumple más de 4 meses, se considera falta grave a la probidad, dando lugar a la destitución o cese de funciones del infractor; (v) el procedimiento sancionatorio se inicia por el respectivo Servicio de oficio o por denuncia de cualquier interesado, los cargos se contestan en 10 días y se abre la posibilidad de iniciar el término probatorio, apreciándose la prueba conforme a las reglas de sana crítica, debiendo dictarse la decisión final por el órgano dentro de 10 días hábiles siguientes contados desde la última diligencia. 

 
La novedad vendría dada por los tres últimos incisos del nuevo artículo 22 bis sugerido por el proyecto, que a diferencia de lo que ocurre con el resto de los artículos del Capítulo 3° de la Ley N° 20.880 (referidos a los órganos autónomos), crea un mecanismo de impugnación jurisdiccional de la decisión del órgano que aplica la sanción. Si se observan las disposiciones de este capítulo, se aprecia que, en casi todos los casos, el único recurso disponible en contra de la decisión del órgano es el de reposición, lo que se explica en función del nivel de autonomía constitucional que ellos ostentan, así ocurre con el Congreso Nacional, con el Ministerio Público, los Tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial y el Tribunal Constitucional. La excepción la constituye el caso de los Consejeros del Banco Central, pues conforme al inciso final del artículo 20 de la Ley 20.880, el afectado por la decisión podrá reclamar de la multa impuesta por el Consejo conforme al procedimiento indicado en el artículo 69 de la Ley N° 18.840, LOC del Banco Central, que entrega competencia a la Corte de Apelaciones de Santiago para conocer del reclamo, dentro de un plazo de 15 días hábiles.
 

 
Aplicando la analogía, podría llegarse a concluir que la instauración de una reclamación jurisdiccional de la decisión del Consejo SEP por la falta o inexactitud de la declaración de patrimonio e intereses de alguno de sus integrantes, se explicaría teniendo en consideración que si bien se trata de un órgano autónomo, no se corresponde a algunas de las categorías pertenecientes al Legislativo, Judicial o Ejecutivo, teniendo un símil con el caso de los Consejeros del Banco Central que podría explicar el diseño.
 
Con todo, en lo atinente al procedimiento que lleva adelante el Consejo, cabe resaltar que la norma no es terminante al señalar con claridad el órgano que tendrá a su cargo la instrucción de la investigación y el que aplicará la sanción, pues, refiriéndose a ello, alude al Consejo y en otro pasaje a su Presidente. Razonablemente, sería conveniente que la investigación estuviera a cargo del Presidente, de manera tal que los miembros del Consejo no se vean inhabilitados a la hora de resolver.
 
Sexto: Que, también en lo procesal, se advierte la necesidad de dejar expresada la imprecisión que presenta el tenor del inciso final del artículo 22 bis del proyecto, debido a la opción que deja a la Corte de Apelaciones para conocer en cuenta o previa vista de la causa y, seguidamente, al señalar que la apelación gozará de preferencia para su vista y fallo. Por una parte, resalta que la iniciativa no incorpora remisión a las normas del Código de Procedimiento Civil y, con ello, a la regla general de conocimiento en cuenta que este ordenamiento prevé, frente al cual, el conocimiento previa vista de la causa se produce a petición de parte. Pues bien, la preferencia para la vista y fallo del recurso sólo tiene cabida en caso de que la Corte de Apelaciones se incline por conocer conforme a las reglas de la vista de la causa. Por consiguiente, la preferencia que se prevé en el texto en estudio necesariamente habría de seguirse de la expresión “según sea del caso” o alguna semejante. 
 
Séptimo: Que en todo caso, si se observa el numeral 2 del artículo 4° (dentro del Capítulo 1° del Título II) de la Ley N° 20.880, se aprecia que dentro del grupo de sujetos obligados que el mismo artículo señala, se contempla una serie de organismos que también podrían considerarse cercanos a la configuración del Consejo SEP; así ocurre con los miembros del Consejo de Defensa del Estado, el Consejo para la Transparencia, el Instituto Nacional de Derechos Humanos o el Consejo Nacional de Televisión.  Ello plantea la necesidad de conocer las razones por las cuales el proponente legislativo ha optado, en cuanto a lo que al deber de declaraciones de patrimonio e intereses de los Consejeros SEP se refiere, incluir a éstos en el grupo de Capítulo 3° y no del Capítulo 1°, ambos del Título II de la Ley 20.880.  
 
La aclaración anterior resultaría necesaria no sólo para entender y reforzar la coherencia del contenido de la ley 20.880, sino también por las implicancias prácticas que tal decisión tiene. En efecto, los sujetos obligados del Capítulo 1° del Título II, a diferencia de lo que ocurre con los del Capítulo 3° del mismo Título (en que se encuentra el nuevo artículo 22 bis propuesto), además de quedar sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República en cuanto al cumplimiento de los deberes de declaración de patrimonio e intereses, sí cuentan con una norma expresa de reclamación jurisdiccional frente a la aplicación de sanciones por incumplimiento de tales deberes, otorgando una acción de reclamación por un plazo de 5 días hábiles desde la notificación de la resolución, que debe ser presentada ante la Corte de Apelaciones respectiva, la que pide informe a la autoridad recurrida, debiendo éste ser evacuado dentro de 10 días hábiles, aplicándose en lo restante las normas de los incidentes en materia civil, y gozando la causa de preferencia para su vista y fallo, sin que procedan recursos posteriores.

 
Octavo: Que con independencia de las observaciones anteriores planteadas, corresponde centrarse ahora en el análisis del nuevo artículo 22 bis de la Ley N° 20.880 sugerido por el proyecto, que viene a establecer un procedimiento contencioso ante la Corte de Apelaciones de reclamación en contra de lo decidido por el Servicio de Empresas Públicas.  

 
En términos generales, los procedimientos contenciosos administrativos (también conocidos como Justicia Administrativa), son un “conjunto de acciones y subsecuentes procesos a disposición de los administrados para someter ante un juez los litigios que los enfrentan con la Administración”.
 De esta manera, tienen por objeto controlar la actividad administrativa del Estado.
 

 
En Chile, se encuentran consagrados en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, norma que permite que las personas lesionadas en sus derechos por la administración puedan reclamar ante el tribunal que determine la ley. “El contencioso administrativo, en consecuencia, se enmarca dentro de la impugnabilidad de los actos de la administración. En tal sentido, es un control jurisdiccional por vulneración del ordenamiento jurídico”.
 

 
El sistema contencioso administrativo chileno es extremadamente fragmentado, debido al gran número y variedad de procedimientos establecidos en diversas normas sectoriales, careciéndose en nuestro país de una normativa uniforme y orgánica en la materia.
 Reconociendo esta realidad la Corte Suprema ha señalado que “el aumento de las materias administrativas sometidas al control jurisdiccional y la actual dispersión de su regulación, restringen la certeza jurídica que debe inspirar a toda legislación, a la vez que merman la uniformidad entre los procedimientos, disgregando el sistema recursivo incluso entre procesos de igual naturaleza”.
 

 
En este contexto se inserta el artículo 49 N° 4 del proyecto de ley en revisión, que viene a incorporar una nueva acción de reclamación frente a actos administrativos al vasto listado de procedimientos contenciosos administrativos de nuestra legislación. 

 
Noveno: Que para la revisión de este punto, ha de tenerse presente la reiterada opinión de la Corte Suprema, la cual ha sido manifestada en diversos informes de proyectos de ley,
 en torno a la necesidad de unificar el tratamiento de este tipo de procedimientos contenciosos administrativos. Es así como en el Acta N° 176-2014, el máximo tribunal manifestó su opinión oficial en la materia y propuso tres alternativas de unificación de los procedimientos de reclamación de carácter administrativos, a saber:
-  Contar con tribunales contenciosos administrativos especializados dentro del Poder Judicial;

- Realizar una regulación única del procedimiento de las causas contenciosas administrativas, que revista carácter general;
 y
- Realizar una modificación legal en orden de igualar los procedimientos especiales contenciosos administrativos que hoy se aplican. De este modo, se propuso entregar la competencia de estos procedimientos, en primera instancia, a la Corte de Apelaciones que corresponda según las reglas generales, debiendo tramitarse las respectivas causas de acuerdo al procedimiento de ilegalidad municipal contemplado en el artículo 151 letras d) a i) del D.F.L. N° 1/2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

 
En este contexto, el nuevo artículo 22 bis sugerido por el proyecto de ley en comento, no se conformaría con esta opinión reiterada de la Corte Suprema, según se aprecia del siguiente cuadro comparativo:

Cuadro 1. Comparación entre proyecto de ley y opinión previa de la Corte Suprema en materia de procedimientos contenciosos administrativos especiales

	Criterio
	Proyecto de Ley
	Acta N° 176-2014

	Tribunal competente
	Corte de Apelaciones de Santiago
	Corte de Apelaciones respectiva

	Plazo
	10 días hábiles
	15 días

	Requisitos
	Señalar los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se someten a la resolución del tribunal
	Señalar, con precisión, el acto u omisión objeto del reclamo, la norma legal que se supone infringida, la forma como se ha producido la infracción y, finalmente, cuando procediere, las razones por las cuales el acto u omisión le perjudican

	Admisibilidad
	Podrá declararse inadmisible la reclamación que no cumpla con los requisitos
	No aplica

	Plazo para contestar el traslado
	6 días hábiles
	10 días

	Término probatorio
	No más de 10 días
	Según las reglas de los incidentes (8 días)

	Informe del Fiscal Judicial
	No
	Sí

	Forma de conocimiento
	En cuenta o previa vista de la causa
	Previa vista de la causa

	Preferencia
	Si
	Si

	Apelación
	Ante la Corte Suprema
	Ante la Corte Suprema


Dado lo anterior, sería beneficioso contar con una formulación legal similar a la previamente informada por la Corte Suprema, en conformidad con su Acta N° 176-2014, sobre unificación de procedimientos contenciosos administrativos especiales.
Décimo: Que en todo caso, cabe consignar que a propósito de la tramitación del proyecto que dio origen a la Ley N° 20.880, la Corte Suprema al emitir opinión se pronunció sobre una norma que entregaba competencia a las Cortes de Apelaciones para conocer de los reclamos en contra de las resoluciones que imponían sanciones por incumplimiento a los deberes de declaración de patrimonio e intereses, que por la época en que fue informada (año 2011) debiera entenderse modificada por el criterio establecido en el Acta 176-2014.
 
Undécimo: Que además del artículo consultado, es menester hacer algunas precisiones sobre el articulado contenido en el proyecto de ley, según lo que se señalará a continuación.

a) Incompatibilidades de cargos
 
La iniciativa legal incorpora un régimen bastante estricto de probidad, dentro del que incluye una serie de hipótesis de prevención de conflictos de interés, demostradas a través de causales de incompatibilidad de cargos.
 
Entre ellas, se destaca la introducción de la incompatibilidad entre los cargos de Consejero o Consejera del Consejo del Servicio de Empresas Públicas (SEP),
 y de Director o Directora de Empresas Públicas,
 con los cargos de:
- Ministro o Ministra de la Corte Suprema;
- Miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; y
- Miembro del Tribunal Calificador de Elecciones.
 
Si lo que se pretende evitar es un eventual conflictos de interés, con la incompatibilidad establecida en el artículo 261 del Código Orgánico de Tribunales, en relación con el ejercicio de funciones distintas a las judiciales, que sean remuneradas con fondos fiscales o municipales
, debiera quedar establecida la excepción para el caso que el cargo se ejerza sin remuneración. La inhabilidad está entregada por la propia declaración de intereses y de llegar a sede judicial un conflicto donde participe un Director o Directora de alguna Empresa Pública, el miembro del escalafón primario se debería inhabilitar para conocer de ella. 
Duodécimo: Que en términos generales, el texto consultado por la Cámara de Diputados, en relación al artículo 49 N° 4 del proyecto de ley (que incorpora un nuevo artículo 22 bis a la Ley N° 20.880), no se compadece con el procedimiento contencioso administrativo al que ha dado respaldo la Corte Suprema en iniciativas anteriores, en razón del procedimiento, plazos y formas de conocer los recursos, según se indica en el cuerpo de este informe. 

 Asimismo, y fuera del artículo consultado, se observa de manera confusa la incorporación de incompatibilidades entre los cargos de Director o Directora de empresas públicas y Consejero o Consejera del Servicio de Empresas Públicas (SEP), que pudieran ejercer el cargo ad-honorem, con los de miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial e integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones, en razón de que los conflictos de intereses se subsanan con la inhabilidad de los jueces en las causas que ingresan a su conocimiento.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expuestos el proyecto de ley que crea el Servicio de Empresas Públicas y perfecciona los gobiernos corporativos de las empresas del Estado y de aquellas en que éste tenga participación. Ofíciese.

PL-37-2017”.
Saluda atentamente a V.S.



    

          
HUGO DOLMESTCH URRA








 Presidente
JORGE SÁEZ MARTIN

         Secretario
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� ONU. “Principios rectores sobre las empresas y los Derechos Humanos. Puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para ‘proteger, respetar y remediar’”. Nueva York y Ginebra, 2011, p. 1. [En línea] � HYPERLINK "http://www.ohchr.org/Documents/Publications/GuidingPrinciplesBusinessHR_SP.pdf" �http://www.ohchr.org/Documents/Publications/GuidingPrinciplesBusinessHR_SP.pdf�. 





� Ibíd., p. 1.


� Señalan los artículos pertinentes de la Ley N° 18.840, LOC del Banco Central:


“Artículo 69.- De los acuerdos, reglamentos, resoluciones, órdenes o instrucciones que el Banco dicte en el ejercicio de las facultades establecidas en los artículos 34, 35, 36, 58 y 61 y, en el párrafo octavo del Título III, que se estimen ilegales, podrá reclamarse por el interesado ante la Corte de Apelaciones de Santiago, la que conocerá en sala, en la forma y condiciones que se señalan en el presente Título.


    El plazo para interponer la reclamación será de quince días hábiles contado desde la fecha de notificación del acuerdo, reglamento, resolución, orden o instrucción que se reclama.


    Al interponerse el recurso, deberá acompañarse boleta de consignación, a la orden del tribunal, por el equivalente al uno por ciento del monto total de la operación o del perjuicio que se reclama. Para el cálculo de este porcentaje, se empleará el valor que resulte mayor. En todo caso, el monto máximo de la consignación no podrá ser superior a seiscientas unidades tributarias mensuales.


Artículo 70.- El reclamante señalará en su escrito, con precisión, la ley que supone infringida, la forma en que se ha producido la infracción, las razones por las cuales el acuerdo, reglamento, resolución, orden o instrucción le perjudican y el monto en que estima el perjuicio.


    El tribunal podrá declarar inadmisible el recurso si el escrito no cumple con las condiciones señaladas en el inciso precedente o no se hubiere efectuado la consignación en la forma indicada en el artículo anterior.


 Artículo 71.- Si la Corte de Apelaciones admitiere a tramitación el reclamo, dará traslado de él por diez días hábiles al Banco.


    Evacuado el traslado por el Banco o acusada la rebeldía, la Corte dispondrá, si lo estima procedente, la apertura de un término de prueba, el cual no podrá exceder de quince días hábiles, y dictará sentencia, en cuenta o previa vista de la causa, en el término de 30 días, la cual será apelable en el plazo de cinco días hábiles para ante la Corte Suprema, recurso que se verá sin esperar la comparecencia de las partes, en cuenta o trayendo los autos en relación.


Artículo 72°.- Si, en definitiva, se desecha la reclamación, se perderá el monto de la consignación a que se refiere el artículo 69, a menos que el tribunal determinare que hubo motivos plausibles para reclamar. 


Artículo 73.- Si la reclamación fuere aceptada, el tribunal adoptará las medidas necesarias para poner pronto y eficaz remedio al hecho o acto que motivó la reclamación y se devolverá al reclamante la suma de dinero consignada.


    El que hubiere obtenido sentencia favorable en la reclamación, una vez ejecutoriada aquélla, podrá presentarse ante los tribunales ordinarios de justicia para demandar, conforme a las reglas generales, la indemnización por los perjuicios que hubiere sufrido y la aplicación de las sanciones penales que pudieren ser procedentes.


Artículo 74°.- En aquellos casos en que la ley que se estima infringida sea el decreto ley N° 211, de 1973, el afectado podrá reclamar ante las Comisiones que dicho cuerpo legal contempla y conforme al procedimiento que el mismo establece, sólo en el plazo señalado en el inciso segundo del artículo 69.”.


� El artículo 13 de la Ley N° 20.880, dispone:


“Artículo 13.- Las sanciones contempladas en el artículo 11 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva dentro de quinto día de notificada la resolución.


     La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo. Respecto de la resolución que falle este asunto no procederán recursos ulteriores.


     La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.”
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� Corte Suprema. “Acta N° 176-2014. Unificación de procedimientos contenciosos administrativos”. Considerando 1°.





� Opinión manifestada en diversos informes a proyectos de ley, entre los cuales destacan los Oficios N° 172-2016, 101-2016 y 141-2015, entre muchos otros. 


� Op. Cit., Corte Suprema. “Acta N° 176-2014. Unificación de procedimientos contenciosos administrativos”, Considerando 7°, numeral segundo. 





� Ibíd., Considerando 7°, numeral tercero.





� Ibíd., Considerando 7°, numeral cuarto.


� El Oficio N° 95-2011 de la Corte Suprema, Informe Proyecto de Ley 26-2011, Boletín N° 7616-06, 8 de junio de 2011, señala en su considerando séptimo:


“Séptimo: Que en lo que dice relación con las normas del proyecto que entregan competencia a las Cortes de Apelaciones para conocer de los reclamos en contra de las resoluciones que impongan sanciones en el contexto de la iniciativa legal que se informa, es menester insistir una vez más en el criterio de esta Corte Suprema, expuesto a propósito de otros proyectos que instituyen procedimientos de la misma naturaleza, acerca de la conveniencia que las reclamaciones de los afectados sean conocidas en primera instancia por un juez de letras en lo civil.


Para el caso de no innovar el proyecto en el sentido allí postulado, se considera conveniente uniformar los procedimientos establecidos en los artículos 14 y 63, desde que, mientras el primero dispone que "la Corte resolverá una vez oídos los alegatos de las partes", el segundo prescribe que "la Corte de Apelaciones resolverá en cuenta". Estima preferible esta Corte Suprema que ambas reclamaciones sean conocidas "en cuenta", a menos que cualquiera de las partes, en un momento procesal que se determine, solicite alegatos, caso en el cual, se ordenará traer los autos en relación.


Por último, en concepto del Tribunal Pleno resulta oportuno y necesario reiterar su parecer en orden a la necesidad de instituir dentro de nuestro ordenamiento los tribunales contencioso-administrativos, dada la proliferación inorgánicamente distribuida en diversos cuerpos legales al momento existente en materia de procedimientos de la naturaleza señalada, que queden sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema.”


� Artículo 15 del proyecto de ley.


� Artículo 40 del proyecto de ley.


� Artículo 261.- Las funciones judiciales son  incompatibles con toda otra remunerada con fondos fiscales o municipales, con excepción de los cargos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales.
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